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6. Mediante providencia de 20 de junio del corriente año, la Sala
Primera acordó incorporar a las actuaciones los escritos que se resumen
':'1 el antecedente anterior, dando conocimiento de ellos a todos los
comparecidos, declaró que no hahia lugar al recibimiento a prueba
solicitado en la demanda, sin perjuicio de hacer uso en su caso, de las
facultades que otorga el art. 89 LOTe y señ.·;1ó por último para
deliberación y votación el dia 17 de octubre, quedando concluida el 7
de noviembre siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

•1. Como resulta de los antecedentes, el presente recurso tiene una
naturaleza compleja. De una panco se impugna la negativa del Instituto
Nacional de Servicios Sociales (lNSERSO), y más concretamente, de la
Uirección General de Acción Social, a otorgar al hoy recurrente un
certiticado ce Servicios Previos que, de acuerdo con el modelo estable­
cido en el anexo 1 del Real Decreto 1.461/1982 y a los efectos previstos
crl ese Rea! Decreto (y, antes, en la Ley 70/1978) acredite los prestados
por éi " la Asociación Nacional de Inválidos Civiles. De la otra se acata
la SCckil,'ia de la Audiencia Territorial de Madrid (Sala de lo Conten­
ciol;o-Adm:nistrativo) de 2 de junio de 1986, que desestimó el recurso
in.erpues:o por el señor García Garcia contra aquella denegación, ataque
que se fundamenta no sólo en el hecho de que tal Sentencia confinna
la deci:;i.ón <¡dministrativa y, a juicio del recurrente, viola por ello el
principio de igualdad, sino también en la presunta violación por tal
Sentenc;¡. del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 de la C.E.), que
es independiente de la anterior, aunque conectada con ella.

Es <:-H·rto que la existencia de esta segunda violación está poco °nada
argumefotada en la demanda, como señala el Abogado del Estado, que
por ello no cree necesario, ni quizás posible rebatirlo, pero esta falta de
argumentación del recurrente ha sido suplida, como en los Antecedentes
puede verse, por el Ministerio Fiscal, quien la cree real y bastante para
fundamentar, en lo que a ella se refiere, el otorgamiento del amparo
sohcitado.

Es además el análisis de esta 'petición el que debe ocupamos en
primer lugar, pues es claro que de ser aco~da en los ténninos en los que
el Ministerio Fiscal la plantea, resultaría Improcedente entrar a conside­
rar la supuesta violación del principio de igualdad que todavía podría
ser remediada por la jurisdicción ordinaria.

2. La violación del derecho a la tutela judicial efectiva se origina a
juicio del Ministerio Fiscal, en una incongruencia por omisión, de
acuerdo con el razonamiento que en los Antecedentes se recoge y cuya
solidez es incontestable.

Tanto ante el INSERSO como ante la Audiencia Territorial (véase,
por ejemplo, el fundamento 3.0 de su recurso de reposición ante aquél
y los fundamentos I y 11 de su demanda ante este Tribunal) el señor
Garcia García apoyó su petición en las exigencias que se derivan del
derecho a la igualdad ante la Ley y sostuvo que la negativa a otorgarle
la certificación solicitada lo discrimina no sólo en relación con todos los
antiguos funcionario~ de ANIC integrados, a través del SEREM en el
INSERSO. sino tambien en relación con aquellos qUe. en concreto,
int.::gr~,jos e no, habían solicitado y obtenido un certificado de'l misrnc.
género. cuyos nombres especificaba. Para acreditar Que así había sido
propuso además pmeba que la Audiencia Territorial declaró pertinente
fpro',idencia de: 28 de mayo de 1984) y se efectuó con un resultado que
ah0.;,: no cabe vrecisflr, puesto que, en contra de 10 Que en la Sentencia
~,I~:J.'''t'', no h:;, nir:r(:n vestigio de ello en las actuaciones.

h:sc <' todo ello, :,l Sentencia de la Audiencia Territorial no contiene
pronunciamiento alguno. ni explicito ni implícito sobre la alegada
disfTüninación, que ei recurrente pretendía probar y hay que entender
~ue probó, pues el hecho de Que se expidieran otros certificados a ex­
ftmc:jonarios de la misma condición se deduce con bastante claridad de
1,. P,'~solucionque desestima su recurso de reposición ante el INSERSO,
Cit i.:: que' se dice (fundamento 5.°) Que se trata de una verdad a medias,
('.pr :.~ t:.:n pronto como se h,) tenido conocimiento de la Sentenci~

28372 Sentencia 213/1988. de 11 de noviembre. Recurso de
inconstitucionaJidad 27911984 promovido por el Presidente
del Gobierno contra determinados preceptos de la Ley
3/1984, de 28 de octubre, del Parlamento de Catalufla,
sobre medidas de adecuación del Ordenamiento Urbanís­
tico de Cataluña.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente, doña Gloria Begué Cantón, 40n Angel
Latorre Segura, don Francisco Rubío Llorente, don AntoDlo· Troyol
Serra, don Fernando Garc~-Mon:l90~zález-Re$ueral,don.Carlos .~e la
Vega Benayas, don Eugemo Díaz ElmI~, don MIguel ~od~guez-Pmero
y Bravo.Ferrer, don Jesús Leguina VIlla y don LUIS López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

existente en su expediente personal (se refiere a la Sentencia de la
Audiencia Nacional de 13 de julio de 1978, a lo Que después se hará
referencia), se ha remitido testimonio de la misma a los respectivos
órganos competentes a iguales efectos».

La Sentencia aquí recurrida se limita estrictamente a analizar
(apoyándose en la de la Audiencia Nacional que acabamos de citar) la
naturaleza jurídica de la ANIC, para concluir que no formaba ésta parte
de las Administraciones Públicas y a las que se refiere el arto 1 de la Ley
70/1978 YQue esta naturaleza no se ha visto alterada por el hecho de Que
las Ordenes de 22 de marzo y 12 de abril de 1985 hayan concedido a los
antiguos empleados de la ANIC la posibilidad de opositar a detennina­
das plazas de la Seguridad Social. En razón de ello considera ajustada a
Derecho la denegación de la certificación, sin hacer, como decimos,
consideración alguna sobre la existencia o inexistencia de la discrimina­
ción alegada.

Que esta total falta de respuesta a 10 que era realmente la principal
causa de pedir entraña una violación del derecho a la tutela judicial
efectiva es cosa evident~, pues como hemos dicho reiteradamente (vid.,
por ejemplo, SSTC 77/1986 y 86/1986 Y las demás citadas en el
fundamentojuridico 3.° de esta última), la inadecuación o desviación de
la resolución judicial respecto de las pretensiones de las partes vulner~

ese derecho cuando es C..: tal intensidad que produce una modificación
sustancial de los ténnino<; en Que se planteó el debate procesal. Objeto
central d<' éste fue C' debi6 ser en el presente caso, de acuerdo con la
pretensión del actor, la existencia o inexistencia de discriminación,
fundamento central dé <::,IU{~;~.

Lo anterior lleva necesariamente, claro está, a otorgar el amparo por
violación del derec'\-'\' :.' III \.ul~la judicial efectiva, como el Ministerio
Fiscal nos pide, P¡~·"1¡,'1ciO:lmiento con el que ha de concluir, sin
ulteriores consideracl:;n s, la presentE" Sentencia. Es cierto. que el
demandante aduce también la VIolación del principio constituclOnal de
igualdad y que la detennirra¡;ión de si tal leSIón llegó o no a producirse
no es, obviamente, cuestión ajen:'.! a la jurisdicción de este Tribunal, pero
la extensión de nuestra examen a dicho punto resultaT en este concreto
proceso, indebida, teniendO en cuenta que, planteada por el actual
recurrente su que.i3 por discriminación en el proceso contencioso­
administrativo, la adopcion de una nueva Ser.tencIa en la que se respete
el conculcado derecho a la tutela judicial habrá de suponer, al tiempo,
la obtención por el actor de una cumplida respuesta a sus alegatos
basados en tal supuesta vulneración del principio constitucional de
igualdad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
EspA$lOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado, y en consecuencia:

1.° Declarar la nulidad de la Sentencia de 2 de junio de 1986, de
la Sala Segunda de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Madrid.

2.° Reconocer el derecho del demandante a obtener una tutela
judicial efectiva de su derecho constitucional a la igualdad, a cuyo efecto
deberá la Sala dietar nueva Sentencia, pronunciándose sobre todos los
akga10s deducidos por el n~currente.

Publiquese esta Serüencia en el «Boletín Oficial del EstadQ).

Dada en Madrid. a diez de noviembre de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomis .. Val!ente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis
Diez-Picaza y Ponce de ·Lean.-Antonio Truyo] Serra.-Eugenio Diaz
Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y. Bravo-Ferrer.-Finnados y rubrica­
dos.

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 279/84, promovido por
el Presidente del Gobierno representado -por el Abogado del Estado,
contra determinados preceptos de la Ley 3/1984, de 28 de octubre, del
Parlamento de Cataluña, sobre medidas de adecuación del Ordena·
miento Urbanístico de Cataluña. Han comparecido el Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña, representado por los Abogados don
Ramón Llevadot i Roig y don Manuel Matas, y el Parlamento de
Cataluña, representado por su Presidente, y ha sido Ponente el Magis­
trado don Angel LatOI1'e Segura, Quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. El Abogado del Estado, en representación del Gobierno, inter­
puso recurso de inconstitucionalidad contra el arto 9, nÚID;.. 1, apartados
e) (párrafo segundo) y f), y los que con él guarden coneXlOn, de la Ley
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dd fariamento de Cataiuna ~;fl984, de 28 áe octl,;bre, sobre medidas de
adecuación del Ordenamiento Urbanisti.::o de Cataluña, pidiendo que
esl~ Tric~¡na) dicte Selller;ci;-'. ({en la que :)e d.:dare la ;,Liidaó pc,r
i;ICCJ:SlllUcionalid;¡d dd ¡:r:::cep1o resei.~:::c,:,.

Se í ...nü;¡rr.::ma la impJ.;n;:.cién ;;; L; :;unsde:-o,;¡o:,_e: si.J.¡i,:,~~tes;

. .!..) E! art. 9, r::t.m. 1, ¡;;J~r~'ic.o e) (p.';r""ii.l ~'::C:~¡:ldo) y i,1 1)¡;Jeto de
lmpug:n8C'lón, se ~par1a del slstema ft-::;uhdC' ('(;"; c::.mí:ctel ge-nerá! en la
Ley e~t1i.'al 40/19S1. de 2b ~',,: {'C:~llbrc, de i-'f~.lmen ]l!ridicc· d:- las
Corpv~-acionesLcxales, y -esl.:itlece Un CO!lI'01 muy severo, por [¡",lQne::
de me:a legalidad material o formal, sobre los Acuerdos de las
~or;mraci(~mes Loc~le3 C::..lC~ .~prueben definit.¡,:~menr~ p~o)'ectos C,:,
~JTh;.a2:~u¡jn (art. i.1), apL:ar:.dose, !lor rCC11f;Cr., ése m:sr::-,Q IT:c!,a­
mm,Ci ,1(" control a los ::studios de detallr, los ;:.royectos de delimitación
c,' püL:,oaos y unidades de actuación, 10;" pmyect')s de reps.rcelación y
l<~:', b8.~'-:·' y los estatutos en el sisten,a de i.:cnr-'C;:'>élci~m ~art. !! .1),

El ~:ste01a actual de suspensi.Jl1 de acuerd0~ de la" CorporaclOr;cs
L ...c::dc: ha exp:nrnentado una sustancia] 'o:.,·:--;ór. aue tiende <i. jimil.'\f
Ui ~t.spcmión de acuerdc~ en atencicl1 : la a~tr~n()I':1ía dc las Corp::-ra­
cic;').;'~ Locales consagrada por el art. 1:; -; ci:' ;..:.: CL. Tras el R.::al Decreto­
J';':.;; 3/ 19S L de 16 de enero, 1::: 1.<' /' Q~~ 1, c.>" ::;8 oe úctu~'1re, ha
clménado la suspensiór.. adminis::-~;nva. c\., !C,:i:c1a '-lue la suspensión sólo
se ':Tetuce en el seno de una imDur,nt:'i<}~ Ju:is'~~iccional cuya carga
corresl)-,)Edc a la Admm~5tración. d.::'~;¡~'n:;<" ",~:iúcal la 5usp~mió;¡ o
levantarla en el plazo de treinta día~ (an. :j.::).

Este sistema de irn;:m;;aélción ':!U::' t'f;:-;re l., Ley :.10/1981, tiene el
carácter-de (~uuse)) en el sentido ad a.1. 1·19.1. L ..1.: la c.E., por lo que
debe ser respetado por las Comumdal;cs /.lJtó'H)maS en ei ejercicio de
sus competencias btislativas. El car¿cl:.! de- '.~L~¡~)) ¡esulta en esta
mate~3 de la Ley 40/1981, que eS~bll'CC U;:J. ~iH:ma deliberadamente
generit.i aplicable a las Comuüidad~s"'-l¡~,-,. :):'~as (Disposición final
quinL:!.), lo que patentiza ;la posición de nüm,;, ;.;,[;;~ica en que coloca el
lcgis:¡¡jOf a este extremo de la Ley 'lG/i n 1. La n0mla es también básica
je~~~e un pUMO de vista material. y;;. Ol;~ el 5i~rcma de impugnación con
suspensión afecta esencialmente a la püsicJer. pnti.ica de las Administra­
CiO.lleS Locales, en relación con las ve; 'Estido v Iss Comunidades
Aut'Jnomas y constituye un ásp~cto fund:::T·:nt41\ del régimen jurídko
local y,. por tanto, una base en sentido matenal, al amparo del an.
149,1.18 de la Constitución. La misma importancia y el carácter
fundamental de esta técnica de control v su ámbito se evidencia en las
Senttncias del Tribunal Constitucional de 2 de febrero y 29 de abril de
1981, en las que se examina esta modalidad de control como estrecha~
mente unida a aspectos esenciales de.la autonomía local, garantizada por
el ano 137 de la Constitución.

En consecuencia. el establecimiento de un sistema diferente al
previsto en el art. 8 de la Ley 40/1981, como es el caso de la Ley 3/1984,
de Cataluña, en el articulo Que se impugna (que resucita el art, 224.1 de
la Ley del Suelo, derogado por la propia Ley 4O/t98l), viola
el arto l49.I.l8 de la Constitución, debiéndose añadir que, frente a la ob­
jeción que pudiera formularse del carácter sectorial de la Ley impugnada,
ql:t' :<,;~ula llna materia determinao<l-;,;..J urbanismo- que es competencia
exc1u;,;"",'a de la CornunidaJ _-\utónon,a, };J, de afinnarse que el c.:mf.('t::-r
general de la norma básica debe prevalecer !«>bre tal criterio sectorial, ya
que lo que sucede es que una norma urbanística, la Ley Catalana 3fl984,
contempla un aspecto propio del régimen juridico general de las
Corporaciones Locales, como es el control de sus actos, sin que por ello
pierda su naturaleza.· La tesis contraria -apostilla el Abogado del
Est.>.ClL,-, nos llevaría a un vencimi':~n,() ¡.i": ~':;j i:.:'l.faTItía r ql;'~' indl~~,a

establecer la regulación del régimen juridico general, a trav(:s de leyes
sectonales, privando de contenido a cual,t') hubiera podido establecerse
al amparo del arto 149.1.18 de la Cons!i:u;:ió~,

B) De otra parte, la Ley 3/1984. de ealaluña, en el precepto
impugnado, incurre también en infracción d~l arto 149.1.6 C.E. (legisla­
ción procesal), por cuanto viene a ampliar la I~timación y los
presupnestos para acudir al arto 118 de !a Leo:: de Junsdicción Conten­
cioso-Administrativa y crea en la práctica una nueva modalidad de tal
procese especial. Por lo demás, tampoco aquí cabe oponer el carácter
sectorial de la Ley 3/1984, pues, en caso de que así fuese, a través de
leyes sectoriales podría crearse todo un nuevo sistema de procesos,
cuando lo cierto es que en modo alguno la Comunidad Autónoma puede
disponer del art 118 de 'la L.J.c.A. y regular qué objetos procesales,
distintos de los previstos en tal Ley jurisdiccional, pueden ser conocidos
en el seno de los procedimientos especiales de la misma.

C) Finalmente, la representación del Estado insiste en que la Ley
3/1984, de Cataluña, en el aspecto impugnado, supone, no sólo un
retroceso desde el punto de vista de la autonomía municipal, sino que
llega hasta la vulneración de esa autonomía protegida por el arto 137 de
la Constitución. La suspensión que contempla la Ley Impugnada no se
ajusta tampoco ni a la doctrina de la Sentencia constitucional de 2 de
febrero de 1981 sobre el aicance y significado del concepto de autonomía
municipal, ni a la doctrina contenida en la Sentencia de 29 de abril de
1981, ya que esa suspensión se proyecta sobre instrumentos urbanísticos
de menor entidad lDcluidos plenamente en el ámbito de los propios
intereses exclusivos de las Entidades Locales, a las cuales se atribuye por
la misma Ley {arto 9.1, d)], la competencia para su aprobación definitiva.
La suspensión prevista no es sino una técnica de control de legalidad,

en la que no se preserva lil t'~aablec:.: ¡;,n interés concurrente especifico
de la Comunidad Aut¿ffiom'l, sino la mera defensa de la legalidad, ~ir.

QU'~; el car;kter sectnrial dt> la L~y puc-d::l. tampoco justificarla.
[',) Px t(¡do elL.;. eí Abq':.ido del Estado concl:.iye solicitando L

de(:i:··";,:cló:" d~ trccm!itucic¡!<Jlid,j;:! .:le] art, 9, núm. L aprtaci~) e~
..."r~ ~"." :' "<:! UH,'.:) "~'o io~ '·f,.":.·~~'·rl~, r¡,~", r:nT" ,,\ ;, ¿:~;l"l(.

juard·~I'. -u~a reiaciór: d~ c'¿n'exió"n o co;~cc~~n~i'a: 'd~' 1; Le-;: d~i
Parla~ento de Catalu¡'¡a 3/1934. de ::!S de octui.'lre, sobre medidas de
.~á'2-:u;:-,c¡(;r, del Ordep..1',r.1C:Jt.,) Urbüúísuc;) ele C:,:,:¡lut::J..

2. La Sección Primera del T!jpunaJ, por prtwiCll'llcia de 25 de abril
de 198';, 3.t:QcCó admitir a trámit!"d recurso de iUC0:1stitucionalidad y
dar tras.::l,10 te 101 d':.'manda y documentN pr~~em.~:::''-'~ al Congreso de
los DlpUi.ad()~ y al Senado, así como al Parlanlcr:to y al Consejo
Ejecutivo de la Gcr.eralidad de Cataluña. a 'fin de que ('n el plazo de
quince dias pudieran personarse en ei procedimien.to )' formular b'
alcg:¡c-iones qw: estimasen oponunas,

El Presidep.!e del Congreso de lo~ Diputados, a!'Í como el del Sen2.do.
cO::U'.lr.icaron a este Tribuna! que las rcsp;::cl:vas C~maf;l: r',') forrrn:ia­
nan alesaclOnes, poniendo, no obstante, a dispo::.icion del '1 r-ih:...md las
acrJaciones de las Cámaras que pudiera preds3!'.

Pur es:;rito de 8 de mayo de 1984, el Abogado don R3.;·nún }..1sria
Llevadot i Roig, en nombre y representación del Consejo Ejecuti\'o de
la Generaiidad dt' Cataluña, comparedo anle el Tribuna! y ~~:!citó al
amparo de los arts. 80 de la LOTC y 306.1 de la LE.e. la conc<;,sión de
una prórroga para fonnalizar las oportunas alegaciones, Por providencia
de 16 de mayo de 1984, la Sección Primera del Tribunal ac,,"-di) tener
por comparecido y parte al Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña, y prorroga en ocho días más el plazo para formula! ::Hegacio­
nes, a contar el siguiente al de expiración del ordinario.

En representación del Parlamento de Cataluña, se p~rsonó su
Presidente, solicitando del Tribunal,· asimismo, la concesión de pr:'lrroga
para fonnular alegaciones, la cual, por providencia de la Sección
PriD.:ra de 16 de mayo de 1984 que fue concedida por ocho día:; más
a contar desde el siguiente al de expiración del !)lazo ordinario.

3. Por escrito de 22 de mayo de 1984, el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad, en oposición al recurso interpuesto, realizó las alegaciones
siguientes, resumidamente expuestas.

A) Tras señalar que las argumentaciones de la parte recurrente no
guardan apenas. conexión entre sí, por tratarse de razonamientos que se
van superponiendo con el propósito de demostrar la inconstitucionali­
dad del artículo recurrido. sm una visión de conjunto de la problemática
que ha de ser enjuiciada, afirma que, en la actualidad, el urbanismo ha
dejado de ser un asunto de la genuina competencia municipal, ya que
desde la perspectiva 'singular de cada Ayuntamiento, ceñida a su propio
término municipal, es imposible llCflr a soluciones generales de alguna
consistencia En suma, el muniCIpio ha quedado rebasado como
instancia urbanística exclusiva e, incluso, como instancia predominante
o principal, lo que explica que el 3rt. 148.1.3 de la Constitución
posibilite que las Comunidades Autónomas asuman competencias sobre
la nrdem-.clor. del territorio, urb;:rli~mo y vivienda y que e! Estatuto de
C:.taluf.a. -;;n estricta coITt'spon(fencia. haya recabado para la Generali­
dad la competencia exclusiva en materia urbarustica (art. 9.9 EAC).

La Generalidad de Cataluña., en una loable operación descentraliza­
dora, ha atribuido detenninadas competencias ejecutivas a los Mumci·
pios en materia de urbanismo (arts. 9, 11 Y29 de la Ley 3/1984), lo cual,
sin embargo, no significa que respecto a tales competencias haya
desanarecido la incidencia de todo interés sl\praJo.=al y mucho men05
que la Comunidad Autónoma no pueda reser-.':l.rse unas facultades
ejecutivas -cOncretamente ias de tutela o control de la legalidad- en
defensa de aquellos intereses que exceden de los puramente locales,

De otra parte, al igual que la Constitución hace posible el segui­
miento por parte del Estado del ejercicio de las facultades correspon­
dientes a materias de titularidad estatal que hayan sido objeto de
transferencia o delegación de las Comunidades Autónomas (art. 150.2
C. E.), mutatis mutandis no se observa impedimento constitucional
alguno para· aplicar análoga construcción jurídica a las relaciones
Municipios-Comunidades Autónomas derivadas de la atribución a los
primeros de funciones de titularidad autonómica.

Añade, a continuación que el Derecho Urbanístico presenta una
singularidad incuestionable respecto del Derecho Administrativo gene­
ral, teniendo su propio régimen jurídico sustantivo lo que se opone a esa
óptica o visión frapoentaria que propone el representante del Gobierno
en orden al análiSIS del impugnado artículo de la Ley 3/1984.

B) Niega el representante de la Generalidad, ya en concreto, que el
artículo impugnado infrinja la normativa básica del Estado, ya que,
desde la perspectiva formal, es claro que el hecho de que la Ley 40/1981
sea posteonstitucional y postestatutaria y haya atribUIdo a las Comuni­
dades Autónomas las mismas facultades que corresponden al Estado en
orden a la impugnación de los acuerdos de las Corporaciones Locales,
en manera alguna confiere a la refmda Ley estatal la condición de
formalmente básica, pues esta condición sólo puede provenir de la
atribución expresa que haga el legislador, y más tratándose de una
norma postenor a la Constitución.

Tampoco desde la vertiente estrictamente material el precepto de la
Ley estatal 40/1981, que se ha invocado de contrario puede ~r

..
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considerado C{,T,' hásico en términos constitucionales a tal efecto los
siguientes argl'mer.tos. Alega: "

a) Ce.), b~~..; ;: arto 149.1.18 de la Constitución, corresponde al
E,5tadc cc.'-',onn;-, d núcleo esencial de las Instituciones cuya prcserva­
el:);' aseg.t:;.:.J::: Ca;, [;titución. quedando ícferido a las potestades de
de.;;arrolw Iti','.1.:;:,ti\ -.; ci..: lus Comunidades Autónomas todo )0 que no
fOi-me p:::ne G.Ci m¡sn\Q. Desde ~sta premisa, es obvio que si la Semencia
(1;.::; Tribur:.:ii (m;¡i,c:C"ion:¡] de 2 de febrero de 1981 declaró que los
(',Qntrojes adm\,-t-;l,<:.-~r,·os de carácter puntuaL siempre con la posibili­
dad del control jurisdi~cional posterior no afecta a la posición básica
ins~ituciona: ·mJ,':i ..o esencial- de los municipios y provincias en cuanto
el!tld~des.. f~rci.-,: ';::::..5 pDr la Ley fundarJii:ntal también Jo es que
nmguna, ~ISpOS1":1;); C~IL~ se refiere a 8queilos controles puede merecer el
cahílcatIvo de b; ~:'.:'"' {';[l la medida en QJ( no incorpore componente
alguno cuya exisi.\.;',;jéi, ('l inexistencia lcnga la menor influencia en la
po~iclón jurí<iica i·.:nJamentai que los entes locales han de oster.tar c:on
arreglo a :a Constit.JCJ():L

Ailade, asimi.,.;,mü. qU[ los controies establecidos no se rcficn:n a 1;:
organización, compo~,:c.ón, es.tructura y definición de las competencias
de las entidades Jücaies. q'..le se mantienen en todo caso intactas, sino
exclusivamente 2. la eUc::l.ci:: temporal de algunos de sus a~-"tos, en los
casos en que en los asuntos de interés local confluyan otros intereses
generales, ya sean de las Com:.lllidades Autónomas, va del Estado.

b) Las SentencIas del Tribunal Constitucional de 2 de febrero y 29
de abril de 1981, declararon la legitimidad constitucional de los
controles que nos ocupan por TiO violentar la autonomía municipal, por
lo que resulta incuestionable que para las materias de la exclusiva
competencia de las Comunidades Autónomas ~como es el urbanismo-,
tales controles siguen siendo legítimos, por no haberles podido afectar
la renuncia que de ellos ha hecho el Estado en la Ley 40/1981.

e) El carácter específico del urbanismo y de la normativa que lo
regula, respecto al más genérico de bases del régimen jurídico de las
Administraciones Públicas, detennina que, según la propia jurispruden­
cia constitucional (STC 71/1982), la inclusión en la regla de más amplio
alcance debe ceder ante la regla más especial, por lo que, en el presente
caso, la regla de preferente aplicación debe ser la de los arts. 148.1.3 de
la Constitución y 9.9 del EAC.

d) Por último, la pretendida generalidad que el representante del
Gobierno quiere dar al arto 8 de la Ley estatal 40/1981, extrapolándolo
más. allá del régimen local general y haciéndolo aplicable también al
urbanismo, no se acomoda a his reglas de una buena hermenéutica
jurídica. Es cierto que, como consecuencia de la Ley 40/1981, el Real
Decreto 3.183/1981, de 29 de diciembre, fijó la correspondiente tabla de
vigencias y señaló que el arto 8 de la Ley derogaba el arto 224.1 de la Ley
del Suelo, de 9 de abril de 1976, Que contenía un precepto de análogo
significado Que el Que se discute en este recurso, pero 10 cierto es que~
Ley general carece de aptitud para abrogar a una especial, por lo que no
hay duda de que el Gobierno, al considerar derogado el citado arto de la
Ley del Suelo en cumplimiento del mandato del legislador, se excedió
en sus funciones interpretativas. Quiere decirse con ello Que el precepto
impugnado no vuelve al sistema anterior, «resucitando)~ el arto 224.1 de
la Ley del Suelo, por cuanto dicho artículo «no ha muerto» pese a que
el Gobierno, equivocadamente, haya creído lo contrario. De ahí que
ningún reproche cabe hacer a una norma que sigue unas pautas· muy
similares a las que marca la legislación urbanística del Estado.

C) Por 10 que respecta a la supuesta infracción del arto 149.1.6 de
la Constitución. se señala que la competencia estatal lo es sin perjuicio
de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las
particularidades del Derecho sustantivo de las Comunidades Autóno­
mas, de manera que si ese Derecho sustantito o material ha previsto que
para determinados instrumentos del planeamiento se produzca la
aprobación. definitiva en el ámbito municipal, nada habria que objetar a
que se hubiesen articulado las consiguientes especialidades procesales
para la salvaguarda de los intereses generales cuya tutela corresponde a
la Generalidad. Pero es que resulta que tal hipótesis ni siquiera se da,
porque no hay ninguna modificación de la legislación procesal sino una
mera remisión a ella, no habiéndose alterado en lo más mínimo el
proceso especial regulado en el arto 118 de la UCA.

En cuanto a que el artículo impugnado amplía la legitimación y los
presupuestos para acudir al arto 118 de la UCA, tal alegación está
desprovista de todo fundamento si se repara que, de acuerdo con la Ley
estatal 34/1981, de 5 de octubre (art. 1), a todos los efectos a Que se
refiere la vigente UCA, se entenderá como Administración Pública a la
Administración de las Comunidades Autónomas.

D) Finalmente, afmna el representante de la Generalidad de
Cataluña que el arto 9 de la Ley 3/1984, impugnado, no vulnera en forma
alguna la autonomía municipal, ya que no se trata de ningún control
genérico, ni en el mismo se encuentra ausente el interés de la
Comunidad Autónoma. Si la Generalidad dispone de plenas competen­
cias sobre el urbanismo es claro que las infracciones a la legalidad que
puedan cometer los municipios ·al aprobar definitivamente los proyectos
de urbanización, los estudios de detalle y demás instrumentos urbanísti­
cos habrá que referirlas siempre a la esfera competencial de la Generali­
dad, en tanto que son actuaciones que inciden negativamente en los
intereses generales por los que ha de velar en el marco de la Constituciétn

y del Estatuto de Autonomía. Y no pueae hablarse, de otn, rIe' .. Oe
competencias exclusiva-s municipales en una materia como li\ ..l.¡t'l.:.r:ís­
tica. dada la ineludible confluencia d(' interese;; locales y sU.i.;,r'r'''81~s.

E) En razón de las expuestlls ajC'gacior:.~s. el escrito eo _" . "
solicitando del Tribumt1 que desestime ci "'Ccllr~o de inconstüuc-iü71,:;i-
dad y declare la cor.f;;rmid"d rO!. ¡" \. :'"ión v el E!>;al".;t¡ .>
Autonomía del artículo impugnado c:'.;a .c,/1984:

4. El Presidente del Parlameni.v GC Cawbüa, en su escrito (k 29 cle
mayo, formuló las alegaciones que c:~tü:¡() r'orlveniente y que plleden
sintetizarse así:

A) La norma del arto S.I d{~ la Ley estatal 40/1981, d:: 28 de
octubre, no tiene formal IT1 ;-nt,;, e; carjet:..: de básica, ya que ni Cí'] Su

título, ni en su signific3ciwI de nOf!ilé, ('~,'f. establece medidas t:n!:'l¡t~"i
indica que tenga VOlllr:tRd de ser non:lR básica, y es obvio, tambi¿';. que
tal carácter en moóo al?uno puede- deducirse. ni del hecho de o;er una
norma postconstitucional y postc::-t<:tUlana. ni de lo dispuestc en la
Disposición final quinta de la misma. Ley. Cjue no es sino una previsión
para ayudar a la aplicación supletoria de la propia Ley. Too'1 10 cU(;] S¡;

corrobora, además. por la Disposición final sexta de la miSTn", Le\
40/1931. .

Pero tampoco la nonn?, impugnada es materialmente básica. A ,al
efecto, se destaca la poca d;ferencia rr::í~tica existente respecta al art. 8.1
de la Ley estatal 40/;.981, pues que In suspensión se produzca par
acuerdo de la Administración, que trasladada a los tribunales inicia las
actuaciones judiciales, o que la suspensión se produzca por el hecho de
la interposición del recurso ante los tribunales, no pare:.e que implique
diferencias muy trascendentes en la práctica. Con CIta de la doctnna de
la Sentencia constitucional de 29 de abril de 1981 y del arto 62 del
Proyecto de Ley reguladora de las bases de Régimen Local, concluye que
sólo es básico el privar de facultdes suspensivas a la administración
tutelante en los casos en que la competencia corresponda «31 ámbito
competencial exclusivo de las Entidades Localeb.

B) En cuanto a la infracción del arto 137 de la Constitución, afinna
Que, siendo el Parlamento de Cataluña titul8.r de la competencia
exclusiva en materia de urbanismo (art. 9.9 EAC), le corresponde
detenninar hasta dónde llega el interés autonómico y el interés local, de
manera que la posibilidad de establecer controles de legalidad por la
Administración tutelante, sólo está constitucionalmente impedida en el
ámbito competencial exclusivo de las entidades locales.

e} Finalmente, es claro que el articulo impugnado no amplía ni la
legitimación, ni los presupuestos, para acudir al proceso especial del art.
118 de la UCA, aun cuando el propiO arto 149.1.6 de la constitución
permite a las Comunidades Autónomas ciertas modificaciones a fin de
conectar el Derecho sustantivo con el Derecho adjetivo, aun en
sustitución del Derecho procesal del Estado.

D) Concluye el escrito solicitando la desestimación del recurso,
declarando expresamente la constitucionalidad y_plena validez de la
totalidad de la Ley de Cataluña 3/1984, de 28 de octubre.

5. Por providencia de 7 de noviembre último se señaló el día 10
siguiente para deliberación y votación de la Sentencia.

Il. Fundamentos jurldioos

Primero. En el presente recurso de inconstitucionalidad el
Gobierno de la Nación impugna el arto 9.1 e), párrafo segundo, v f)"de
la ley de Cataluña 3/1984. de 28 de octubre, sobre medidas de
adecuación del crdenarnlento uriJanísücu de Cataluña, así come los
preceptos que guarden con los impugnados una relación de conexión o
consecuencia. En los preceptos expresamente impugnados se atribuye a
la Comisión de Urbanismo la pasibilidad de proponer al Consejero de
Política Territorial y Obras Públicas de la generalidad la suspensión
de los efeeos del acuerdo de 'aprobación definitiva de los programas de
urbanización adoptados po;!las Corporaciones Locales por motivos de
legalidad sustantiva o forqíal y de tramitación, y a dicho Consejero la
potestad de acordar ta----suspensión solicitada. Una vez acordada la
suspensión se dará traslado directo del acuerdo a la Sala de lo
Contencioso-Administrativo competente en los tres días siguientes a los
efectos previstos en los núms. 2 y siguientes del arto 118 de la ley de
la Jurisdicción Contencioso-Admmistrativa. En estos últimos preceptos
se regula el procedimiento en los casos de suspensión de acuerdos de las
Corporaciones Locales por infracción manifiesta de la Ley. Por VÍa de
conexión se impugna también el arto 11 de la Ley catalana, que establece
el mismo régimen para los estudios de detalle, los proyectos de
delimitación de polígonos, las unidades de actuación, los proyectos de
reparcelación y las bases y los estatutos en el sistema de compensación,
así como, en lo que proceda, las remisiones que a la citada potestad de
suspensión hacen los arts. 12.3, 14.2 y 29.3. El representante del
Gobierno alega tres motivos de inconstitucionalidad de la referida
potestad de suspensión: el primero es la vulneración de una norma
básica dictada al amparo del arto 149.1.18 de la Constitución; el segundo
es la infracción del arto 149.1.6, también de la Constitución, en cuanto
amplía la legitimación y los supuestos para acudir al arto 118 de la Ley
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, creando en la práctica
una nueva modalidad del proceso especial regulado en dicha Ley para.
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estc3 supuestos, y el tercer motivo de inconstitucionalidad seria la
vulneración de la autonomía local garantizada por el art. 137 de la
N,,:;:~ a suprema.

Segundo. Comenzando por el primero de, los motivos ~ndicados,

conviene señalar, ante todo, que. según la doctnna de este Tnbunal, en
un recurso directo de inconstitucionalidad como es el que aquí se
examina los criterios para enjuiciar la constitucionalidad de una nonna
deben deducirse de las normas vigentes en el momento en que este
Tribunal procede a dicho enjuiciamiento y no de las vigentes en el
momento de dictarse la norma impugnada (SSTC 87/1985, 137/1986 y
27/1987). De conformidad con este criterio. no es necesario eDlrar a
dilucidar si el arto 8.1 de la Ley 40/1981, de 28 de octubre, que era la
vigente cuando se aprobó la Ley catalana, contiene o no una norma
básica, pues aquella Ley ha sido derogada por la Ley ?/1985, de 2 de
abril reguladora de las Bases de Régimen Local que contI.ene, las nC!rmas
básiC2s de la materia de aplicación directa en todo el terntono naCIOnal.
El legislador estatal, tal y como se explica en el preámbulo de la Ley, ha
pretendido con ella desarrollar respecto a la Administración Local el
art. 149,1.18 de la Constitución estableciendo las bases del régimen de
dicha Administración. Pues bien, los arts. 65 y 66 de la Ley regulan la
impugnación de actos y Acuerdos de las Corporaciones por parte de la
Administración del Estado y de las Comunidades Autónomas en el
ámbito de sus respectivas competencias y establecen que la suspensión
sólo es potestad de los Tribunales. Queda así suprimido toda potestad
de suspender de las autoridades administrativas y gubernativas (salvo la
que se confiere al Delegado del Gobierno en el art. 67). No basta. sin
embargo, con que el legislador estatal haya calificado de básica una
nonna para que deba ser reputada como tal, sino que e~ preciso que
tenga materialmente ese carácter. En el caso ahora exatmnado resulta
que las normas 'que excluyen del control administrativo los actos y
acuerdos de las corporaciones locales tienen.la finalidad d~ aseguf!lI' en
ese aspecto la autonomía de tales Corporaclones, que esta garannzada
por el arto 137 de la Constitución. Es cierto, como señala el represen·
tante del Consejo Ejecutivo de la Generalidad, que este Tribunal ha
considerado que los controles administrativos de legalidad no afectaban
al núcleo esencial de la garantía institucional de la autonomía· de las
Corporaciones Locales (STC 4/1981 y otras posteriores). Pero hay que
tener en cuenta que con estas declaracio~es c:l Tribunal Constituciopal
no pretendía ni podía pretender la determinaCIón concreta del contemdo
de la autonomía local, sino fijar los límites mínimos en que debía
moverse esa autonomía y que no podia traspasar el legislador. Con ello
no se impedía que el legislador, en ejercicio de una legítima o~ón
política, ampliase aún más el ámbito de la autonomía local y estableciese
con carácter generaIla desaparición incluso de esos controles, como h~ce

la Ley de 1985. Ahora bien, ejercitada por el legislador estatal la opaón
política a favor de una regulación claramente favorable a la autonomía
en materia de suspensión de acuerdos, la norma correspondien~ha de
calificarse de básica también en sentido material por cuanto nende a
asegurar un nivel mínimo de autonomía a todas las Corporaci9'nes
Locales en todo el territorio nacional, sea cual sea la Comumdad
Alltónoma en que estén localizadas, 10 que resulta plenamen,te ~<?n­

gruente con la garantía institucional del arto 137 de la ConStltuClon,
garantía que opera tanto frente al Estado como fr.ente a los poderes
autonómicos. En este mismo sentido se pronunCIa en un supuesto
análogo la STC 27/1987, fundamento jnridico 9.°

. Sentencia 214/1988. de 14 de noviembre. Recurso de
amparo 1.181/1986. Contra Auto de la Sala Primera del
Tribunal Supremo por el que se inadmi'ió recurso de
casación formulado contra sentencia de la Audiencia Terr;·
torial de La Coruña. Cuantia litigiosa.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña
GJoria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la :Vega
Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López .Guerra, MagIstra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.181/86, interpuesto por don Eladio
Díaz-Arhones, representado por el Procurador de los Tribunales don
Argimiro Vázquez Guillén y asistido del Letrado don ..~uel Angel
Albaladejo Campoy, contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 1 de octubre de 1986, por el que se inadmiti6 el rec~C? de
casación formulado. Ha comparecido en el presente recurso el Mimste­
rio Fiscal y ha sido Ponente la Magistrada doña Gloria Begué Cantón,
quien expresa el parecer de la Sala.

Tercero. Las consideraciones que se acaban de exponer sirven
también para afrontar"otra objeción suscitada por la representación de
la Generalidad a la inconstitucionalidad de los prceptos impugnados
por el Gobierno. La representación de la Generalidad señala, en efecto,
que, en todo caso, las normas relativas a la Administración ~ocal

tendrían que ceder frente a las más específicas que regulan el urbaDlsmo.
ya que la Ley catalana se dictó en ejercicio de la compe~encia exclusiva
que tiene la Generalidad sobre ordenación del territo:-io y del litoral,
urbanismo y vivienda (art. 9.9 EAC). Pues bien, aunque es cierto que
este Tribunal ha señalado como criterio general que prevalece el título
competencial más específico sobre el más genérico (STC 71/1982),
también 10 es que a este criterio no se puede atribuir un valor absoluto.
En el caso ahora examinado la Ley de Bases de 19tJ5 persigue asegurar
un determinado modelo de autonomía local en ejercido de las campe·
tencias Que atribuye al Estado el arto 149.1.18 de la Constitución, y uno
de los elementos fundamentales de ese modelo es la exclusión de la
potestad gubernativa de suspender los acuerdos de las Corporaciones
Locales. la legislación que en el uso de sus competencias dict~n las
Comunidades Autónomas sobre urbanismo u otros ordenamientos
sectoriales debe respetar esa exclusión. De otro modo no se garantizarla
el nivel mínimo de autonomía local establecido por el legislador estatal,
pues las diversas legislaciones sectoriales autonómicas podrían imponer
controles que en la práctica, llegasen a desfigurar el citado modelo e
incluso a vaciarlo de contenido.

Cuarto. Todo lo expuesto conduce a la conclusión de que los
preceptos impugnados de la Ley catalana son inconstitucionales por no
respetar las normas básicas contenidas en los arts.65 y 66 de la Ley
7/1985 y dictadas por el legislador en uso de la competencia exclusiva
que le confiere el art. 149.1.18 de la Constitución. Ello hace innecesario
el examen de los otros argumentos alegados por el representante del
GoPierno en contra de la constitucionalidad de dichos preceptos
impugnados.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
EsPA~OLA,

Ra decidido

Estimar el presente recuno de inconstitucionalidad interpuesto por
el Gobierno de la Nación contra determinados ~ptos de la Ley. de
Cataluña 3/1984, de 28 de octubre, sobre medid'!' de adecuaC1ón
urbanística de Catalu:fl.a y, en consecueneta, declarar lDCOnStltuClC?nales
y por tanto nulos el pátrafo segundo de la letra e) del apartado pnr:nero
del art. 9 de dicha Ley, la Jetra f) del mismo apartado del ID:lsrno
artículo, así como. los arts. 11, 12.3, 14.2 Y 29.3 en cuanto conttenen
remisiones a los preceptos anulados.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del ~tado».

Dada en Madrid a once ce noviembre de mil novecientos ochenta y
ocho -Firmado -Francisco Tomás y Valiente.-Gloria· Begue Can·
tón.":Angell.at~rreSegura.-Francisco Rubio Uorente.-Antonio Truyol
Serra.-Femando García-Mon y González-RegueraI.~los de la Vega
Benayas.-Eugenio .Díaz. Eimi1.~Miguel Rodriguez-Pi~ero y Bravo­
ferrer.-Jesús Leguma Villa.-Luls López Guerra.-Rubncados.

l. Ántecedentes

l. Por escrito presentado el 7 de noviembre de 1986, el Procurador
de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén in:terpone recurso de
amparo, en nombre y representación de don Eladio Díaz Arbones,
contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de fecha 1 de
octubre de 1986, por el que se inadmitió el recurso de casación
formulado contra Sentencia de la Sala de 10 Civil de la Audiencia
Territorial de La Coruña de 27 de diciembre de 1985.

2. La demanda de amparo se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos:

a) La entidad mercantil «Operaciones Maritimmi, Sociedad Anó­
nima» (OPERMAR), promoviÓ juicio ordinario de mayor cuantía, por
ser ésta indeterminada, contra el hoy recurrente en amparo, con la
finalidad de que se declarara la existencia de una relación de arrenda­
miento de servicios. El Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de los de
Vigo dietó sentencia el 6 de abril de 1982, desestimando la demanda.

b) Formulado recurso de apelación por OPERMAR, recayó Senten­
cia de la Audiencia Territorial de La Coruña, con fecha 27 de diciembre
de 1985, en la que se estimaba el recurso y se revocaba la Sentencia
apelada, declarándose, en· consecuencia, la existencia de una relación de
arrendamiento de servicios entre ambas partes.

e) Preparado por el hoy demandante de ampa~o recurso d~ casa­
ción, y tras los correspondientes trámites, la Sala Primera del Tn~unal
Supremo dictó Auto elide octubre de 1986, por el que se resolVla no


